
  
    “La salud de las democracias, cualquiera que sean su tipo y su grado, depende de un mísero detalle técnico: el procedimiento electoral. Todo lo demás es secundario.”


    JOSÉ ORTEGA Y GASSET

    La rebelión de las masas

  


  
    Introducción


    Las elecciones de 2018 marcaron, en muchos sentidos, un parteaguas en la democracia mexicana. Punto de llegada y de partida, el proceso electoral más grande de la historia culminó con una nueva alternancia en el Poder Ejecutivo federal, la conformación de una nueva mayoría en el Poder Legislativo, la reconfiguración del mapa político del país y el surgimiento de un nuevo equilibrio en el sistema de partidos.


    La tercera alternancia llevó a la presidencia de la República a un político de larga trayectoria; constructor él mismo, junto con muchas otras personas, de la transición mexicana y detonador de muchas de las reglas e instituciones del sistema electoral mexicano. En su tercera campaña presidencial, Andrés Manuel López Obrador dio el campanazo, al ganar holgadamente la presidencia y propiciar el triunfo de miles de candidatas y candidatos a muy diversos cargos públicos, postulados por un partido de reciente creación: Morena, que apenas en 2014 había obtenido su registro como fuerza política nacional.


    El proceso electoral de 2018 cerró diversos ciclos históricos: uno de 50 años, si se considera el movimiento estudiantil de 1968 como punto de arranque de la democratización de México; uno de 40 años, si se ubica en la reforma política de 1977 el inicio del tránsito del régimen político hacia la pluralidad; o uno de tres décadas, si se considera las elecciones de 1988 como el punto de quiebre de la transición.


    Lo cierto es que la democracia mexicana no nació el 1 de julio de 2018. Las condiciones democráticas estaban ahí, y gracias a ello fue posible el triunfo de Andrés Manuel López Obrador en su tercera campaña presidencial.


    En el triunfo del hoy presidente confluyen diversas circunstancias: su trayectoria y las decisiones que tomó luego de su segunda derrota electoral en 2012; la ruta y las decisiones que tomaron los tres partidos políticos que, hasta antes de 2018, habían dominado la vida política del país (PRI, PAN y PRD); la revolución digital que supuso el surgimiento de las redes sociales de internet como fenómeno de comunicación política y detonante de un nuevo activismo ciudadano, y el arbitraje del proceso desde el Instituto Nacional Electoral, no sólo como organizador de las elecciones, sino como garante de los principios de equidad, libre competencia, legalidad y certeza, necesarios para que el sufragio efectivo —el voto libre e informado— decidiera aquellos comicios.


    Como todo proceso histórico, los comicios de 2018 tienen antecedentes determinantes, episodios de conflicto, de negociación y de acuerdo entre los actores involucrados. En esta historia hay competidores (ganadores y perdedores), grupos de interés, actores protagónicos y millones de participantes anónimos. Casi nadie en México se quedó en calidad de mero espectador en aquel proceso político.


    Las razones del triunfo de López Obrador constituyen una historia que, si bien fue registrada en el día a día por todos los medios, aún requiere de una revisión analítica en retrospectiva y una reflexión que proyecte a futuro sus efectos y consecuencias en la vida democrática de México.


    Este libro fue concebido por sus autores desde el mismo 2018, con la idea de explicar el proceso electoral desde una doble —y por momentos contrastante— mirada de los acontecimientos. Por un lado, la crónica periodística desde una visión retrospectiva y, por otro lado, el testimonio del árbitro de aquella contienda electoral, con una visión académica y analítica de la secuencia de eventos y decisiones que hicieron posible la tercera alternancia en la historia de nuestra democracia.


    Con variaciones, el proyecto se mantuvo vivo en medio de acontecimientos que han modificado nuestra vida política y social, no sólo en México, sino en todo el mundo, hasta llegar a concretarse ahora, en el umbral de un nuevo proceso electoral que, como en 2018, volverá a ser el más grande, complejo y libre de la historia de la democracia mexicana.


    Este libro contiene ocho crónicas y siete ensayos que se complementan y dialogan entre sí, para construir un doble relato del proceso político que culminó con las elecciones de 2018. No es una obra en coautoría, sino dos libros en uno, en el que las lectoras y lectores pueden seguir el orden intercalado sugerido, o construir su propio índice, leyendo por un lado las crónicas del periodista y, por otro, los ensayos con las reflexiones y testimonios del presidente del INE.


    Sin duda, el panorama político y el contexto social de México han cambiado profundamente en tres años, y la pandemia de covid-19 ha vuelto más complejos muchos de los procesos político-electorales que dan vida a nuestra democracia. Sin embargo, eso no le resta pertinencia a la revisión histórica del 2018.


    Narrar, explicar, analizar y debatir aquella elección se vuelve fundamental para entender cómo arribó México a la jornada electoral del 1 de julio y, de cara a los comicios del 6 de junio de 2021, revalorar nuestra democracia como un proceso evolutivo, una obra colectiva de muchas generaciones de mexicanas y mexicanos, y un patrimonio de todas y todos.


    La democracia no se construyó en un solo día.


    Ciudad de México, abril de 2021

  


  
    PRIMERA PARTE
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    El 1 de julio


    Ernesto Núñez Albarrán


    Un impaciente Andrés Manuel López Obrador (AMLO) recarga la espalda en las rejas de las oficinas centrales de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), al sur de la Ciudad de México. Su hijo Jesús Ernesto descansa su cabeza en la panza del candidato, arrugando su camisa blanca. Detrás del niño, Beatriz Gutiérrez Müller mata el tiempo haciendo comentarios sueltos, mientras su marido ve el reloj y alisa su pelo blanco con un peine que cada tres minutos extrae del saco color negro. Se ve inquieto. Los tres hijos mayores de López Obrador ( José Ramón, Andrés y Gonzalo) responden a los comentarios de Beatriz, y de vez en cuando le arrancan una sonrisa a su padre haciendo chistes. Son las siete de la mañana del domingo 1 de julio de 2018. La espera se vuelve larga y tensa.


    Detrás de López Obrador hay decenas de camarógrafos, fotógrafos, periodistas y curiosos tratando de atestiguar el momento de su voto.


    Del otro lado de la reja tres guardias de la Policía Bancaria e Industrial (PBI) resguardan el lugar, mientras se termina de instalar la casilla 0359. A la vista de los representantes de los partidos, los ciudadanos que fungen como funcionarios de casilla arman las urnas, montan las mamparas y abren los paquetes que contienen la lista nominal, las boletas electorales, los crayones, los sellos, la tinta indeleble.


    Fiel a su costumbre, Andrés Manuel López Obrador decide madrugar para ser el primero en votar en la casilla de la delegación Coyoacán a la que corresponde su antiguo domicilio. No ha actualizado su credencial, pero eso no le impide ser el primero de los candidatos presidenciales en emitir su sufragio y llenar con su imagen y su voz los noticieros de radio y televisión que a esas horas comienzan la cobertura especial de un día histórico para México.


    El tabasqueño había llegado minutos antes a la casilla ubicada en Insurgentes Sur, a bordo de un automóvil Jetta blanco, acompañado únicamente de su chofer y un asistente. Minutos después, en otros vehículos, llegaron sus familiares y César Yáñez, quien entonces aún era su colaborador más cercano.


    En el camino entre el Jetta y la reja de la Conagua, López Obrador responde preguntas que le hace la prensa en medio de empujones. Varios helicópteros sobrevuelan el lugar, y los camarógrafos que están a bordo envían a las televisoras imágenes en vivo de quien llega como favorito a la jornada electoral.


    “El pueblo de México va a decidir libremente”, anticipa el candidato, en declaraciones que son difundidas en vivo, minutos antes de que abran las casillas.


    “Va a ser una jornada histórica; más que una elección, es un plebiscito. La gente va a decidir entre más de lo
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    Todo apuntaba hacia 2018


    Ernesto Núñez Albarrán


    Las elecciones de 2015 dejaron diferentes saldos para el gobierno de Enrique Peña Nieto, para los partidos y para las autoridades electorales.


    El PRI mantuvo la primera minoría en la Cámara de Diputados, con 203 curules, apenas 10 menos que las ganadas en 2012. Y a nivel estatal perdió las gubernaturas de Michoacán, donde ganó el PRD, Querétaro, que devolvió al PAN, y Nuevo León a manos del expriista Jaime Rodríguez, El Bronco —postulado como independiente—; recuperó Guerrero y Sonora, mantuvo Campeche y San Luis Potosí, y tuvo que defender Colima en tribunales luego de que el PAN impugnara su triunfo.


    Pese a todo, el PRI no resintió un voto de castigo a la administración Peña Nieto, o al menos no como se hubiera previsto después de Ayotzinapa y la Casa Blanca. La votación del tricolor en la elección de diputados federales apenas bajó de 29.8% que había obtenido en 2012, a 29.1% en 2015.


    El PAN cayó de 25.8% de la votación nacional a 21%, y perdió cinco diputados, para quedar en 109. Perdió Sonora, pero recuperó Querétaro, y vio cómo dos exmilitantes ganaban por la vía independiente: Alfonso Martínez Alcázar la alcaldía de Morelia y Manel J. Clouthier un distrito de Sinaloa.


    El PRD fue el partido más castigado, debido a la aparición de Morena en el escenario político. Su votación total en las elecciones federales cayó del 16.4% obtenido en 2012 a 10.8%, bajando de 8 a 4 millones de votos, y de 103 a 61 diputados. Perdió la gubernatura de Guerrero y recuperó la de Michoacán. Y en la Ciudad de México fue desplazado por Morena como primera fuerza política, al obtener 19.8% de la votación de diputados, frente a 23.6% del partido de López Obrador. En las elecciones locales de la capital del país el PRD sólo ganó seis de las 16 delegaciones, y colocó 17 diputados en la Asamblea Legislativa, tres menos que Morena.


    En la que fue su primera elección, Morena obtuvo 3.3 millones de votos a nivel nacional (equivalentes a 8.3%) y se convirtió en la cuarta fuerza política del país, desplazando a partidos de más antigüedad: PVEM (6.9%), MC (6%), Panal (3.7%) y el PT, que con 2.84% no alcanzaba a mantener el registro como partido político nacional.


    El PES, de reciente creación, apenas salvó el registro, con 1.3 millones de votos (3.3%), y el Partido Humanista, que también debutaba, obtuvo 856 mil votos (2.1%) y perdió la posibilidad de mantenerse como partido nacional.


    Para el INE, el aprendizaje a partir del conocido método de ensayo y error continuó durante algunos meses más.


    El 19 de julio Chiapas fue a comicios locales para renovar sus 41 diputados locales y 119 ayuntamientos, en la única elección que no se homologó con las federales del 7 de junio, por determinación del Congreso local. La entidad ya había sido un dolor de cabeza en los comicios federales, tanto para las autoridades electorales como para la Secretaría de Gobernación, por las movilizaciones magisteriales, la quema de material electoral y la toma de instalaciones del INE. Sin embargo, un mes y 12 días después los maestros permitieron que los comicios transcurrieran en paz y, coincidentemente, el PVEM del gobernador Manuel Velasco se llevó los 24 distritos electorales locales y la mitad de los municipios, lo que otorgaba al joven mandatario una cómoda mayoría para la segunda mitad de su sexenio.


    Sin embargo, la actuación del OPLE de Chiapas fue tan irregular en ese proceso que el INE investigó a los siete consejeros que integraban el organismo por no garantizar la paridad de género en la integración de las fórmulas de las candidaturas y por irregularidades en la conformación de la lista nominal. Y en febrero de 2016 el INE destituyó a tres consejeros y tres meses después a los otros cuatro que integraban el OPLE.


    En agosto de 2015 la elección de diputado federal por el distrito 01 de Aguascalientes fue anulada por la Sala Regional del TEPJF, luego de que el PAN acreditara que la intervención del gobernador priista de la entidad, Carlos Lozano de la Torre, generó inequidad en el proceso. Las elecciones se repitieron el 6 de diciembre y el PAN ganó el distrito al PRI por una diferencia de apenas 65 votos; pero el verdadero ganador fue el PT, que en esa elección extraordinaria obtuvo los votos necesarios para que, en el recuento final, superara 3% de la votación nacional, necesario para salvar su registro.


    En octubre la Sala Superior del Tribunal Electoral decidió anular las elecciones de gobernador en Colima, luego de que el PAN presentara pruebas de la interferencia del gobierno estatal a favor del priista Ignacio Peralta. El proceso extraordinario fue asumido en su totalidad por el INE, que determinó que la jornada electoral se efectuara el 17 de enero de 2016, por lo que la actividad electoral no se detuvo ni en las fiestas navideñas. Finalmente, el candidato priista ganó los comicios extraordinarios, superando por más de 10 mil votos al panista Jorge Luis Preciado, quien esta vez reconoció la derrota.


    Hasta el 24 de enero de 2016 —cuando Peralta recibió la constancia de mayoría— concluyó el tortuoso proceso electoral 2015, la “prueba del ácido” del nuevo árbitro y del nuevo sistema electoral, que aún vivirían otras sacudidas.


    LA CAÍDA DE BELTRONES


    En 2016 el priista Manlio Fabio Beltrones era un personaje mitológico de la política mexicana. Sonorense nacido en 1952, priista desde los 16 años y diputado a los 30, en 1988 fue subsecretario de Gobernación al lado de Fernando Gutiérrez Barrios, un ícono de la vieja guardia priista. Cercano a Raúl Salinas, Beltrones era gobernador de Sonora en marzo de 1994, cuando Luis Donaldo Colosio fue asesinado en Lomas Taurinas, Tijuana. La leyenda cuenta que Beltrones fue el primero en interrogar a Mario Aburto, presunto asesino solitario del excandidato presidencial. Los hechos dicen que Beltrones desapareció de la escena pública durante el sexenio de Ernesto Zedillo (1994-2000), quien rompió con el salinismo. Fue hasta 2003 que Beltrones reapareció en las ligas mayores de la política, como diputado federal, cercano al entonces líder priista Roberto Madrazo. En 2006 Beltrones se convirtió en senador y coordinador del PRI, y durante el sexenio de Felipe Calderón ocupó varias veces la presidencia del Senado. Junto con Emilio Gamboa, coordinador del PRI en la Cámara de Diputados, se convirtió en pieza clave para las negociaciones legislativas con el gobierno panista de Calderón, quien les debe a ambos la posibilidad de tomar protesta tras su polémica elección. En 2012 Beltrones aspiró a la candidatura presidencial priista, pero fue arrollado por la ola peñista. Sin embargo, se convirtió en coordinador de los diputados del PRI y, junto con Emilio Gamboa, quien se hizo coordinador de los senadores del tricolor, fue pieza clave para que el presidente Enrique Peña sacara adelante las reformas del Pacto por México. Cuando dejó la diputación para convertirse en dirigente nacional del PRI, en agosto de 2015, algunos lo comenzaron a ver como un posible candidato presidencial de cara al 2018.


    En enero pocos dudaban que ese “peso completo” de la política tendría un 2016 de ensueño, para él y para su partido, pues de los 12 estados en los que se renovarían las gubernaturas, en nueve había gobernadores priistas: Aguascalientes, Chihuahua, Durango, Hidalgo, Quintana Roo, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas. En dos de los tres estados gobernados por la oposición el tricolor tenía un fuerte implante y enfrentaba a gobiernos aliancistas (PAN-PRD) que habían fracasado: Sinaloa y Oaxaca. En Puebla la batalla sería contra el panista Rafael Moreno Valle, un expriista que para entonces había construido una sólida estructura electoral en su estado.


    Pero las campañas de 2016 se vieron impactadas por un tema que el PRI y el gobierno de Peña Nieto creían haber sacado de la agenda en 2015: la corrupción. A los escándalos de la Casa Blanca de Peña Nieto y la casa de Malinalco de Luis Videgaray —que el gobierno había afrontado con una dudosa investigación a cargo de Virgilio Andrade y con la aprobación de una iniciativa ciudadana para crear el Sistema Nacional Anticorrupción— siguieron los escándalos de los gobernadores priistas Javier Duarte, de Veracruz; César Duarte, de Chihuahua, y Roberto Borge, de Quintana Roo.


    Las acusaciones por desvío de fondos federales, enriquecimiento inexplicable, uso de empresas fantasma e irregularidades en la contratación de obra pública fueron temas recurrentes en las campañas locales, y el “clan” de gobernadores afines a Peña Nieto pronto mostró que, lejos de ser un activo para el PRI, sería un lastre que derrumbaría a su partido y a su experimentado dirigente.


    Beltrones había batallado para negociar las candidaturas con los gobernadores de su partido, con las dirigencias y sectores del PRI en cada estado y con Los Pinos, donde el presidente insistió en imponer a candidatos como Baltazar Hinojosa en Tamaulipas, Lorena Martínez en Aguascalientes y Alejandro Murat en Oaxaca.


    Además, el PAN y el PRD emprendieron una estrategia de alianzas bajo un modelo que ya les había funcionado en 2010: ir juntos, con un expriista. Así, postularon a Carlos Joaquín en Quintana Roo, Miguel Ángel Yunes en Veracruz y José Rosas Aispuro en Durango. La alianza con el PAN significó para el PRD el rompimiento con corrientes internas y sectores de izquierda, que se fueron en definitiva con Morena, partido que peleó solo en las 12 entidades impulsando liderazgos ciudadanos, más que políticos tradicionales.


    El 5 de junio de 2016 el PRI sufrió una derrota histórica: entregó al PAN las gubernaturas de Aguascalientes, Chihuahua, Durango, Quintana Roo, Veracruz y Tamaulipas, y también perdió en Puebla.


    Recuperó Oaxaca y Sinaloa, y refrendó Hidalgo, Tlaxcala y Zacatecas.


    Dos semanas después Beltrones presentó un informe detallado a la Comisión Política Permanente del PRI, en el que defendió los resultados, por haber sido el partido más votado de la jornada y haber ganado cinco de 12 gubernaturas, la mayoría en siete de 12 congresos locales y 262 de 541 ayuntamientos en disputa. En los siete estados perdidos —aseguró— el PRI sufrió un tropiezo electoral, pero no una derrota política.


    Sin embargo, en su discurso de 13 cuartillas y 2 mil 800 palabras anunció su renuncia al cargo, admitiendo que la ciudadanía había dado un mensaje a políticas públicas erróneas y castigado a políticos que incurrieron en excesos.


    “Es urgente y prioritario que reforcemos la rendición de cuentas de los servidores públicos, legisladores y gobernantes que emanan de las filas del PRI, que oigamos y atendamos las demandas de castigo a la corrupción y a la impunidad”, dijo, para después advertir que el PRI debía someterse a un profundo proceso de reflexión y transformación de cara al 2018.


    “Mi vocación es la política y seguiré en ella. No obstante, toca hoy hacer una pausa necesaria”, añadió. Y la pausa se prolongó durante años.


    EL SURGIMIENTO DE ANAYA


    Para 2016 el panista Ricardo Anaya Cortés era aún un aprendiz de la política. Nacido en 1979, creció en Querétaro, e inició su carrera en 1997, como director del Instituto Municipal de la Juventud, con el alcalde de Querétaro, Francisco Garrido Patrón. En el año 2000 fue candidato a diputado local por un distrito de la sierra queretana y perdió. En 2003 se convirtió en secretario particular del gobernador Garrido Patrón, y en 2009 fue electo diputado local. Al mismo tiempo, ejerció como presidente estatal del PAN. Fue hasta 2011 que saltó a la escena política nacional, como subsecretario de Turismo, invitado por el presidente Felipe Calderón. Y en 2012 apareció en las listas de candidatos plurinominales a la Cámara de Diputados, donde rompió con los calderonistas y se acercó al grupo del entonces dirigente panista Gustavo Madero. Los maderistas lo arroparon y lo promovieron para convertirse en presidente de la Cámara de Diputados en septiembre de 2013, y en mayo de 2014 apareció en la fórmula con Madero para derrotar a Ernesto Cordero en la contienda por la dirigencia nacional del PAN, lo que significó la derrota definitiva de Calderón dentro del partido. Fue coordinador de la bancada panista, secretario general y presidente interino del PAN, y en agosto de 2015 fue electo presidente del Comité Ejecutivo Nacional. Su primer acto como dirigente fue traicionar a Madero, al entregarle a Marko Cortés —y no a su mentor— la coordinación del grupo parlamentario en San Lázaro.


    En enero de 2016 pocos creían que el llamado “chico maravilla” pudiera derrotar al PRI-gobierno, al experimentado Beltrones y al presidente Enrique Peña Nieto. Pero lo hizo.


    En la noche del 5 de junio, cuando aún se contaban los votos de una intensa jornada electoral en 14 entidades, Ricardo Anaya acudió a una mesa de debate convocada por el periodista Joaquín López Dóriga en las instalaciones de Televisa Chapultepec. Estaban presentes, también, el entonces dirigente perredista Agustín Basave y el priista Manlio Fabio Beltrones. El líder de Morena, Andrés Manuel López Obrador, declinó la invitación.


    Apenas inició la discusión, Anaya aseguró que las alianzas PAN-PRD, que esa noche se levantaban con victorias importantes, habían nacido para conjurar el peligro del populismo representado por López Obrador, y para sacar del poder al PRI “corrupto e ineficaz”. Y durante hora y media presentó datos, fotografías, gráficas… evidencias de la corrupción de los gobernadores del PRI, de la guerra sucia emprendida por ese partido y de la falta de resultados del peñismo. Al menos cuatro veces usó las palabras “PRI corrupto e ineficaz”, tal como se lo habían aconsejado los asesores que prepararon a Anaya para un debate que, en su equipo, consideraban clave de cara al futuro. Cuando el “joven Anaya” exhibió declaraciones de Beltrones hechas como líder de la oposición en 2008 y 2009, contrastadas con declaraciones hechas como líder del partido en el gobierno, en temas fundamentales como la reforma energética o la política fiscal, el sonorense se derrumbó y acusó al panista de actuar así por culpa de su juventud.


    —La juventud no debe ser refugio para actuar así —dijo Beltrones.


    —Tú crees que la juventud es un defecto, ¿verdad? —respondió Anaya.


    Sonriente y con siete gubernaturas en su cuenta, el dirigente panista festejó esa noche con su equipo una “victoria histórica”: nunca el PAN había ganado tantas posiciones en una sola jornada electoral y, además, había logrado vencer al PRI en cuatro entidades que nunca había perdido ese partido, cuatro de los enclaves autoritarios de los que se hablaba antes del Pacto por México y de la creación del INE: Durango, Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz.


    Esta victoria permitió a Anaya declarar que el PAN estaba de regreso y comenzar a construir, ya en serio, su candidatura presidencial de 2018.


    “INE-LANDIA”


    Para el INE la del 5 de junio era una jornada más de seguimiento que de involucramiento directo, pues en los 13 estados en los que se renovaban gubernaturas, congresos locales y ayuntamientos la responsabilidad directa del proceso corría a cargo de los OPLE.


    Sólo las elecciones de diputados a la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México eran competencia directa del INE. Se trataba de un proceso extraordinario para elegir a los 100 legisladores que habrían de redactar la primera Constitución de la capital del país. Unos comicios en los que Morena desplazó al PRD como primera fuerza política de la ciudad, y que dieron al partido de López Obrador el control del órgano redactor de la Constitución.


    La jornada, sin embargo, suponía una nueva prueba para el modelo INE-OPLE creado en 2014; esta vez, con mil 819 cargos en disputa, 8 mil 214 candidaturas registradas por partidos y 308 candidatos sin partido. Los comicios convocaban a votar a 37.3 millones de electores en 14 entidades, e implicaban instalar 68 mil centros de votación y movilizar a 476 mil ciudadanos como funcionarios de casilla.


    En ese contexto, el presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova, hizo un último llamado a la civilidad pasadas las 8:00 horas de ese domingo, durante la instalación de la sesión extraordinaria con la que se daría seguimiento a la jornada. El consejero aseguró que era natural que la lucha por el poder político generara fricciones entre los competidores, pero advirtió que no respetar las reglas, en un contexto tan vigilado como el de ese momento, no beneficiaría a ningún partido y sólo desacreditaría a la gobernabilidad democrática.


    “Lo que hemos vivido en las últimas semanas refleja que la normatividad electoral con la que contamos para la recreación de la democracia contribuye más a la imparcialidad, a la equidad y a la competencia que las reglas del modelo anterior”, dijo, con una buena dosis de optimismo.


    En contraparte, durante la sesión extraordinaria del Consejo General los representantes del PRD, Dolores Padierna y Pablo Gómez, y el de Morena, Horacio Duarte, señalaron las deficiencias del modelo y los vicios que aún no lograban desterrarse: campañas de lodo; circulación de dinero no fiscalizado; captura de los OPLE por parte de los gobernadores en estados como Puebla, Tlaxcala y Veracruz; proliferación de propaganda y guerra sucia mediante llamadas telefónicas masivas (call centers); reparto de despensas y dinero en efectivo para comprar el voto por parte del gobierno perredista en la Ciudad de México, e intervención del gobierno federal por parte del propio secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, a quien se le acusaba de haber hecho declaraciones en contra del dirigente de Morena en pleno periodo de veda electoral.


    “Sugeriría, consejeras y consejeros de este instituto, que no se venda al país la idea de que en todas partes los comicios ocurren en condiciones normales y tranquilas, porque no lo es”, dijo con vehemencia la senadora Dolores Padierna.


    “Las dudas se han manifestado aquí, desde hace mucho tiempo, sobre la fragilidad, la fiabilidad y la imparcialidad de los Organismos Públicos Locales… Capturados por los gobernadores, varios OPLE poco sirven a la democracia y a los intereses del país”, añadió.


    Al final de los comicios, sin embargo, el INE pudo reportar la instalación de 68 mil 17 casillas; es decir, sólo 11 no pudieron abrirse, lo que contrastaba con las cifras de 2015, en las que se contaban por decenas las casillas boicoteadas.


    Las alternancias en ocho de las 12 gubernaturas que estuvieron en juego (Aguascalientes, Chihuahua, Durango, Oaxaca, Quintana Roo, Sinaloa, Tamaulipas y Veracruz) hablaban de un sistema electoral en el que los gobernadores ya no podían garantizar la permanencia de su partido en el poder a pesar de las conductas denunciadas por fuerzas políticas que en una entidad eran gobierno y en otra oposición. Los señalamientos por compra y coacción del voto con programas sociales y uso de recursos públicos y estructuras gubernamentales para beneficiar a los candidatos oficiales no se tradujeron en impugnaciones relevantes ante los tribunales electorales o, al menos, no en litigios en los que se pidiera la nulidad de los comicios.


    Esto permitió al INE cerrar el capítulo 2016. Pero al darle vuelta a la página del expediente comicial los periodistas, analistas políticos y opinadores encontraron una joya mediática: la decisión de construir una nueva sede para el INE, un proyecto anunciado desde finales de 2015 que causó críticas desde el principio y cuya construcción debía haber iniciado en mayo de 2016.


    El proyecto consistía en reutilizar los terrenos actuales del INE —ubicados al sur de la Ciudad de México— con dos edificios nuevos de 14 pisos más los cuatro ya existentes, para albergar oficinas para 3 mil 210 trabajadores. El “conjunto Tlalpan” o “ciudad INE” tendría, además, un estacionamiento de mil cajones, 2 mil 400 metros de áreas verdes, una sala de usos múltiples que cada tres años albergaría la “macrosala” de prensa que tradicionalmente se instala para la cobertura de las elecciones federales, espacios deportivos para los trabajadores y una “plaza de la democracia” de uso peatonal abierta al público.


    Desarrollar el proyecto —asignado en octubre de 2015 al arquitecto Héctor de la Peña López— costaría mil 100 millones de pesos, de los cuales el INE afirmaba contar ya con 719 millones aprobados por la Cámara de Diputados en el Presupuesto de 2015, y una previsión de 762 millones solicitados a los diputados en el proyecto presupuestal de 2016 que servirían para concluir la obra y construir juntas locales en cinco entidades.


    El INE defendió el proyecto argumentando que la sede en uso se había edificado desde 1991, cuando en las oficinas centrales del IFE laboraban menos de mil personas, y 24 años después en el INE había más de mil 600 empleados en oficinas centrales, más los ubicados en otros cuatro inmuebles en otros puntos de la ciudad. Sin las nuevas instalaciones, el instituto seguiría gastando más de 80 millones de pesos anuales en rentas de edificios, sólo en el Distrito Federal.


    Sin embargo, pronto el proyecto fue bautizado como “INE-landia” por algunos medios y opinadores, quienes argumentaron que era una obra cara, innecesaria, faraónica, lujosa y poco transparente.


    En un documento titulado “10 mitos sobre el nuevo edificio del INE”, el instituto calificó como falsos esos señalamientos; aclaró que el proyecto había sido concursado mediante un esquema avalado por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) en el que participaron 53 propuestas, denominado “Concurso Nacional de Ideas”, y aseguró que la obra era importante para la operación del instituto, generaría un patrimonio público y un servicio ambiental en la zona sur de la ciudad y permitiría ahorrar el dinero erogado en rentas.


    El 29 de junio de 2016, 24 días después de las elecciones, las puertas del INE se abrieron para que representantes de 28 empresas recorrieran las instalaciones en uso y la zona donde se proyectaba levantar las dos torres. Y el 20 de julio se lanzó la convocatoria para la licitación de la obra, a la que respondieron 24 empresas.


    El 25 de agosto se anunció que Tadco Constructora, S. A. de C. V., AKF México y BA Architecture habían ganado el concurso con una propuesta de 55.4 millones de pesos sólo para el desarrollo del proyecto ejecutivo (planos, estudios hidrológicos, análisis topográfico y técnico de la obra). Además se licitó un estudio técnico del polígono de actuación para el Conjunto Tlalpan (un millón 174 mil pesos) y se adjudicó de manera directa un estudio de actualización catastral y un plan maestro a BulAu Arquitectos (4.2 millones de pesos). Se dijo entonces que los trabajos empezarían el 29 de agosto de 2016, con el objetivo de concluir a mediados de 2019, con una pausa en el primer semestre de 2018 para no afectar la organización de las elecciones presidenciales de ese año.


    En esas fechas, en el vestíbulo del edificio A del INE se exhibía una maqueta del proyecto. “Conjunto Tlalpan”, le llamaba oficialmente el instituto, mientras los críticos insistían en llamarle “INE-landia”. Mientras tanto, las elecciones de Estados Unidos acaparaban la atención nacional, ante el discurso antimexicano del candidato postulado por el Partido Republicano, Donald Trump.


    En septiembre el presidente Enrique Peña Nieto invitó a Trump a Los Pinos, lo que provocó fuertes críticas que derivaron en la caída del operador de esa visita: el secretario de Hacienda Luis Videgaray, quien había sido el cerebro económico y político de la administración peñista.


    El 7 de septiembre, al tomar posesión como nuevo secretario de Hacienda en sustitución de Videgaray, José Antonio Meade presentó a la Cámara de Diputados un proyecto de presupuesto para 2017 que contemplaba un recorte de 240 mil millones de pesos.


    El 8 de noviembre de 2016 Donald Trump fue electo presidente de Estados Unidos, y al día siguiente el dólar se disparó de 18 a casi 21 pesos.


    Dos días después la Cámara de Diputados aprobó el Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal 2017, con una reducción de 0.7% respecto al año anterior, y con recortes en diversas áreas. Para el INE la disminución fue de 300 millones de pesos. Durante todo diciembre los analistas económicos y el propio gobierno advirtieron una y otra vez que el siguiente sería un año de turbulencia económica y sacrificios para todos.


    El primer día de 2017, cuando faltaban dos semanas para la investidura de Trump, comenzaron las turbulencias. El gobierno de Peña Nieto adoptó una de las medidas más impopulares del sexenio: un alza de 20% en el precio de las gasolinas y el diésel —derivada del alza internacional de los precios de los combustibles—, que provocó desabasto, manifestaciones espontáneas en las principales ciudades del país y saqueos en centros comerciales de la zona metropolitana del valle de México.


    En el marco del llamado gasolinazo, el INE presentó a la sociedad un plan de austeridad que incluía la reducción de 10% en el sueldo de los consejeros y la suspensión de algunas prestaciones a altos funcionarios, como la telefonía celular; además de la cancelación del proyecto de nueva sede.


    El miércoles 11 de enero Lorenzo Córdova reunió a los integrantes del Consejo General en una sala del INE, y tras tres horas de análisis y discusión las y los consejeros comparecieron ante la prensa para anunciar que el proyecto ya no se ejecutaría y que los mil 70 millones de pesos que había guardado en un fideicomiso para construir la nueva sede serían devueltos a la Tesorería de la Federación.


    “El INE, como un organismo autónomo, no es ni puede ser ajeno a los desafíos que aquejan al país, ni permanecer al margen de las exigencias para afrontar con la máxima sensibilidad y responsabilidad el delicado momento que atraviesa nuestra nación”, anunció Córdova.


    “Reiteramos la pertinencia de la propuesta de construcción y concentración de las oficinas centrales en las instalaciones de Viaducto Tlalpan, pero las consejeras y consejeros entendemos que la situación actual de la economía del país exige que, por ahora, se reconsidere el destino de esos recursos”, añadió.


    Entre sus más allegados, Córdova se quejaba por la oportunidad perdida de construir una nueva sede que, a la larga, generaría ahorros y modernizaría al instituto, pero el desmoronamiento de “INE-landia” le permitió concentrarse de lleno en el futuro, y evitó que la imagen del INE se siguiera erosionando.


    La incertidumbre económica anunciada con los gasolinazos y la inestabilidad política derivada de la llegada de Trump a la Casa Blanca marcaban el inicio de 2017, un año con elecciones en tres estados gobernados por el PRI: Coahuila, Estado de México y Nayarit.


    Comenzaba así la última estación, antes de 2018.


    ESTADO DE MÉXICO: EL INFIERNO


    Defenestrado Beltrones, el equipo más cercano al presidente Enrique Peña Nieto decidió tomar las riendas de la estrategia política del PRI rumbo a 2017 y 2018. Y no era para menos, pues el calendario señalaba que habría elecciones municipales en Veracruz (donde no podrían darse el lujo de una nueva derrota) y comicios para renovar las gubernaturas de tres entidades en poder del tricolor: Coahuila, Nayarit y el Estado de México, tierra del presidente.


    Con más de 11 millones 312 mil electores registrados en la lista nominal en ese año, el Estado de México era la joya de la corona: la entidad con más votos, la más poblada del país y con el producto interno bruto más grande; terruño de Peña Nieto y de prominentes funcionarios de su administración, y cuna del Grupo Atlacomulco. Era, según todos los analistas, el “laboratorio” de 2018.


    El primer paso de la estrategia del peñismo fue colocar a uno de los suyos en el Comité Ejecutivo Nacional del PRI. Se trataba del exdirector de la Comisión Federal de Electricidad, Enrique Ochoa Reza —un burócrata priista discípulo de Luis Videgaray, que había sido secretario particular de la presidenta del Tribunal Federal Electoral, Maricarmen Alanís, entre 2007 y 2011—, quien asumió la dirigencia del PRI el 12 de julio de 2016.


    Después del nombramiento de Ochoa Reza el grupo más cercano a Peña Nieto comenzó a sostener reuniones semanales en Los Pinos para planear una operación gubernamental que impidiera una derrota en el Estado de México, donde los acechaban la posibilidad de una nueva alianza PAN-PRD y Andrés Manuel López Obrador y Morena, que amenazaban con dar la pelea electoral con un arma sencilla pero efectiva: Delfina Gómez, una maestra de origen humilde —hija de un albañil— que había sido alcaldesa de Texcoco y que se perfilaba como candidata a gobernadora impulsada por dos viejos lobos de la política y expertos operadores electorales de Morena, los experredistas Horacio Duarte e Higinio Martínez.


    Ante ese panorama, Peña Nieto pidió a su jefe de Oficina, el también mexiquense Francisco Guzmán Ortiz (conocido como Frank), que coordinara una estrategia de posicionamiento del PRI en la entidad, aún sin candidato, en la que participarían el PRI nacional y estatal, el gobierno del Estado de México y varias secretarías de Estado.


    Así, a partir de agosto de 2016, 24 dependencias del gobierno federal se volcaron en el territorio mexiquense para repartir tarjetas bancarias con apoyos económicos de programas sociales, organizar ferias de servicios los fines de semana, inaugurar obra pública y transmitir en la entidad una lluvia de spots promoviendo obras de infraestructura.


    Según documentó el diario Reforma en notas publicadas entre septiembre y noviembre de 2016, y en un reportaje publicado el 20 mayo de 2017 (“Planeó Presidencia estrategia en Edomex”, de la reportera Claudia Salazar), en la operación participaron secretarías encabezadas por prominentes operadores priistas, como la de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (cuya titular era Rosario Robles), Desarrollo Social (Luis Miranda), Agricultura y Desarrollo Rural (José Calzada), Medio Ambiente y Recursos Naturales (Rafael Pacchiano, del PVEM, entonces aliado del PRI), Educación Pública (Aurelio Nuño), Economía (Ildefonso Guajardo), Salud (José Narro), Trabajo y Previsión Social (Alfonso Navarrete Prida) y Comunicaciones y Transportes (Gerardo Ruiz Esparza). Además, habrían participado los titulares del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el ISSSTE, la Comisión Nacional del Deporte (Conade), el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit), Banobras, Bansefi, la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco), el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (Inapam) y la Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra (Corett).


    Según documentó Reforma, en su “cruzada” para no perder el Estado de México, el grupo de Los Pinos organizaba eventos masivos para la entrega de despensas y registro de beneficiarios en municipios estratégicos. Un documento de la Presidencia de la República dejó constancia de siete ferias en las que se “atendió” a más de 33 mil personas, celebradas en Toluca (20 de agosto), Valle de Bravo (3 de septiembre), Ixtlahuaca (10 de septiembre), Tultepec (24 de septiembre), Chalco (1 de octubre), Huixquilucan (8 de octubre) y Zinacantepec (15 de octubre). Las fotografías y videos publicados en Reforma dejaban ver a cuadrillas de funcionarios vestidos con chalecos rojos, con el gobernador priista Eruviel Ávila a la cabeza, repartiendo tarjetas bancarias y anotando a los pobladores en listas. Todo ante la mirada silenciosa de las autoridades electorales, que en esos meses poco hicieron para impedir lo que algunas voces opositoras ya calificaban como una anticipada y descarada compra del voto.


    El gobierno de Peña Nieto aprovechaba esos eventos para placear a sus precandidatos a la gubernatura, que hacia finales de 2016 eran: el titular de la Profeco, Ernesto Nemer; la secretaria general del PRI, Carolina Monroy; la secretaria de Educación del gobierno estatal, Ana Lilia Herrera; el propio Frank Guzmán, jefe de la Oficina de la Presidencia, y el diputado federal Alfredo del Mazo, sobre quien recaería finalmente la candidatura.


    En los albores del 2017, mientras el “gasolinazo” permitía que Peña Nieto y su secretario de Hacienda, José Antonio Meade, ajustaran el presupuesto —a costa de su popularidad en las encuestas—, en los partidos políticos se definían alianzas y candidaturas de cara a la última escaramuza antes de la gran batalla de 2018.


    El PRI destapó a Alfredo del Mazo para el Estado de México; a Miguel Ángel Riquelme en Coahuila y a Manuel Cota en Nayarit.


    El PAN y el PRD, que habían advertido que repetirían la dosis de alianzas que les había funcionado en 2016, finalmente sólo lograron coaligarse en Nayarit.


    En Coahuila el perredismo local boicoteó los intentos de acuerdo de su lideresa nacional, Alejandra Barrales, y en un criticado movimiento terminó postulando a una maestra de nombre Mary Telma Guajardo, conocida por ser comadre del gobernador priista Rubén Moreira, quien se jugaba en esa elección la posibilidad de ser llevado a juicio, como ocurrió con los exmandatarios de Chihuahua, Quintana Roo y Veracruz, derrotados en 2016.


    En el Estado de México la posible alianza PAN-PRD comenzó a desvanecerse desde el 20 de enero. Ese día —en el que Donald Trump asumió la presidencia de Estados Unidos— Ricardo Anaya acudió a Los Pinos a reunirse con el presidente Enrique Peña Nieto, acompañado de su principal consejero político, Santiago Creel Miranda. Anaya confirmó la reunión 10 días después de ocurrida y aseguró que ésta sirvió para expresar al gobierno la disposición del PAN a apoyar un pacto de unidad nacional frente a Trump. Sin embargo, en la reunión también se abordaron asuntos electorales —como el repunte de Morena y López Obrador en las encuestas— y, entre otras cosas, ahí se acordó que el PAN no iría en alianza con los perredistas en el Estado de México, aunque para ese momento Josefina Vázquez Mota —la más probable candidata panista a la gubernatura— era la puntera en la mayoría de las encuestas.


    El “pacto de Los Pinos” entre Anaya y Peña, que según el periodista Salvador García Soto (El Universal, 30 de enero de 2017) también incluía un acuerdo para frenar a AMLO de cara al 2018, terminó en leyenda.


    Lo cierto es que del lado del PRD también había grupos operando en contra de una alianza con los panistas, principalmente la corriente Alternativa Democrática Nacional (ADN), dirigida por Héctor Bautista, quien terminó ganando la partida a la corriente Nueva Izquierda e impulsando como candidato al exalcalde de Nezahualcóyotl, Juan Zepeda.


    Para marzo de 2017 Alfredo del Mazo terminó siendo candidato de la coalición PRI-PVEM-Panal-PES contra una oposición fragmentada, en el escenario ideal diseñado desde Los Pinos.


    Josefina Vázquez Mota, tal como le ocurrió en las presidenciales de 2012, vino de más a menos luego de que se revelara que había recibido mil millones de pesos después de las elecciones de 2012, provenientes de la SHCP (Luis Videgaray), para financiar un programa de ayuda a migrantes mexicanos en Estados Unidos.


    Por el PRD, Juan Zepeda fue un candidato entusiasta y con dotes de orador y polemista, pero sin estructura ni posibilidades reales de triunfo. El candidato rockero y migrante, criado en Neza, se dedicó a cuestionar a la candidata de Morena, y terminó siendo la revelación de la campaña por su carisma y por una inusitada proyección de su imagen.


    El PT postuló a Óscar González Yáñez y, además, desde el priismo mexiquense se promovió la participación de la empresaria Teresa Castell de Oro Palacios como candidata sin partido.


    Al final, la competencia real para el PRI vino de la candidata de Morena, quien hizo una campaña memorable en contra del Grupo Atlacomulco y del aparato del gobierno federal, acompañada casi en todo momento por López Obrador.


    Para derrotar a la maestra Delfina el peñismo volcó todas sus baterías, principalmente en los municipios más pobres del estado, colindantes con Guerrero y Michoacán, donde fueron notorios los repartos de despensas, animales de granja, materiales de construcción, semillas, fertilizantes y dinero. La campaña de Del Mazo entregó miles de “tarjetas rosas” a amas de casa, con la promesa de que, pasados los comicios y en caso de que Del Mazo fuera gobernador, comenzarían a depositarse recursos mensualmente.


    El 15 de mayo la organización civil Ahora, dirigida por Emilio Álvarez Icaza, presentó al INE una denuncia en contra del PRI y el gobierno federal por el reparto de miles de tarjetas; algunas de Banorte, con depósitos de 2 mil pesos mensuales de febrero a mayo, y otras en las que comenzaría a fluir el “salario rosa” de mil 200 pesos bimestrales después de la campaña.


    La organización Ahora exigió al INE que su Unidad Técnica de Fiscalización (UTF) investigara las cuentas de los partidos que postularon a Del Mazo y las cuentas asociadas a las tarjetas bancarias repartidas en campo por los operadores priistas y por funcionarios del gobierno federal.


    La misma organización creó el sitio de internet www.elciclo.ahora.si para explicar una supuesta trama de corrupción por más de 3 mil 700 millones de pesos, ligada a la concesión y el financiamiento de proyectos carreteros que involucraban a los polémicos consorcios señalados en otros escándalos —Grupo Higa y OHL— y a los priistas que gobernaron el Estado de México de 2005 a 2011 y que llegaron a la presidencia en 2012: Enrique Peña, presidente; Luis Videgaray, secretario de Hacienda; Gerardo Ruiz Esparza, titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), y Alfredo del Mazo, exdirector de Banobras y candidato a la gubernatura. Según el relato de la organización ciudadana, esos personajes habrían desviado mil 600 millones de pesos de aquella cuenta en 2017, para utilizarlos en la campaña priista del Estado de México. La denuncia pública estuvo acompañada de una queja presentada el 15 de mayo ante la Comisión de Fiscalización del INE, una denuncia de hechos presentada el 1 de junio ante el fiscal de Delitos Electorales, Santiago Nieto, y un recurso en el Tribunal Electoral exigiendo que se obligara al INE a atender su queja.


    En paralelo, el PAN y Morena denunciaron que Eruviel Ávila mantenía los eventos públicos para entregar recursos de programas sociales, y repartía todo tipo de apoyos: desde la tarjeta “la efectiva” hasta vales para hacerse estudios clínicos de laboratorio.


    A finales de mayo Josefina Vázquez Mota y Delfina Gómez descalificaron al OPLE del Estado de México por desatender sus quejas y otorgarles al gobernador y a su partido patente de corso para llevar a cabo todo tipo de acciones tendientes a coaccionar el voto y, por separado, pidieron al INE atraer la elección, demanda que no procedió en el Consejo General.


    La desconfianza de los partidos en las autoridades electorales locales —no sólo las del Estado de México, sino también las de Coahuila, Nayarit y Veracruz— era tanta que el PAN, Morena y el PRD solicitaron al presidente del INE que convocara a una sesión extraordinaria del Consejo General, que no estaba prevista, para que durante todo el domingo pudiera darse seguimiento a los comicios desde las oficinas centrales del instituto.


    El sábado 3 de junio, horas antes de los comicios, en locales de Morena y en algunos sitios donde se instalarían casillas —marcadamente en el municipio de Tlalnepantla— aparecieron cabezas de cerdo cortadas y ensangrentadas, cruces bañadas de pintura roja y coronas fúnebres. Además, Morena denunció amenazas telefónicas a sus simpatizantes y operadores, y en el municipio de Tejupilco la policía estatal llevó a cabo operativos en los hoteles donde se hospedaban los militantes de Morena que operarían en el sur del estado como representantes de casilla.


    Al día siguiente, en plena jornada electoral, se reportaron múltiples incidentes, amenazas, acusaciones de acarreos, denuncias por la aparición de grupos de choque alrededor de los centros de votación y conatos de violencia en municipios como Ecatepec, donde Ricardo Monreal —entonces jefe delegacional de Cuauhtémoc, Ciudad de México— advirtió que el PRI tenía preparada una estrategia para violentar la elección en la noche, cuando Morena resultara ganador en ése y otros municipios de la zona metropolitana del valle de México.


    En la sesión del INE los partidos replicaron los incidentes y lamentaron que la antesala de 2018 quedara marcada por las irregularidades observadas en la campaña: compra del voto con tarjetas bancarias, uso de programas sociales por parte de los gobiernos federal y estatal, rebase de topes de gasto de campaña, financiamiento ilegal y por debajo de la mesa, una fiscalización deficiente por parte del INE y un control descarado de los OPLE por parte de los gobernadores.


    En su libro El infierno electoral (Grijalbo, 2018), Bernardo Barranco —quien fungía como consejero de la Junta Local del INE en el Estado de México y fue testigo directo del proceso— recapituló todas las irregularidades ocurridas antes y durante la campaña, y el día de la jornada electoral. Y concluyó que se trató de una operación multimillonaria para mantener a un grupo en el poder.


    “Fue un infierno electoral mexiquense. Ahí se dieron los abusos más arbitrarios de que se tenga memoria. Más que una elección de Estado se dio un fraude sistémico, pues todo el aparato de gobierno se abocó de manera fraudulenta a coaccionar el voto ciudadano ante la mirada tibia de las autoridades electorales”, escribió Barranco.


    Según el analista, el 4 de junio el INE efectuó la sustitución de 5 mil 386 funcionarios de casilla que no se presentaron a abrir los centros de votación, lo que implicó habilitar a personas tomadas de las filas que recibieron un curso exprés para ser escrutadores, secretarios y presidentes de casilla. Ello minaba la certeza del proceso, pues implicaba que en al menos 3 mil 800 casillas no estarían los funcionarios insaculados y capacitados conforme a los rigurosos estándares de la ley electoral.


    Aquella noche del 4 de junio Del Mazo se alzó con una polémica victoria, con 2 millones 40 mil votos (equivalentes a 34.7%), contra un millón 870 mil de la candidata de Morena (31.8%). El perredista Juan Zepeda quedó en tercer lugar (18.4%) y la panista Josefina Vázquez Mota se hundió al cuarto sitio (11.6 por ciento).


    Los resultados permitían ver que Delfina Gómez triunfó en los municipios conurbados del valle de México (tanto en el oriente como en el norte de la zona metropolitana) y que el PRI había mantenido la gubernatura gracias al voto de los municipios rurales, más pobres y más alejados.


    Una investigación publicada en febrero de 2018 en Revista R, del diario Reforma, reveló cómo en municipios de alta marginación se registraron niveles de participación atípicos, no sólo en comparación con los promedios históricos de la entidad, sino en la historia electoral de México. En San Andrés Timilpan, por ejemplo, votó 76.2% de la lista nominal. En esos mismos municipios la votación a favor del candidato priista duplicaba su promedio estatal de 34 por ciento.


    Dos ejemplos: en San Felipe del Progreso, donde votó 66% de los 86 mil electores registrados, 58% sufragó por Del Mazo. Y Villa Victoria, donde la participación fue de 70%, dio a Del Mazo 30 mil sufragios, equivalentes a 72% de los que se emitieron en todo el municipio.


    Morena impugnó las elecciones ante el Tribunal Electoral, denunciando un catálogo amplio de irregularidades y presentando testimonios de personas que confesaban haber vendido su voto.


    El colectivo ciudadano Ahora arreció en sus denuncias y en sus señalamientos hacia el INE, al que acusó no sólo de haber sido pasivo, sino cómplice de la elección de Estado más descarada del sexenio.


    El 14 de julio la Comisión de Fiscalización del INE consideró improcedente la queja de este grupo de activistas en contra del PRI y del gobierno de Peña Nieto y, en menos de una semana, Álvarez Icaza reunió a un grupo de intelectuales y políticos en una conferencia de prensa para exigir que los consejeros electorales renunciaran a sus cargos, por haber permitido una elección que, según dijeron, era el preámbulo de un gran fraude en 2018.


    Entre los denunciantes se encontraban desde el excandidato presidencial Cuauhtémoc Cárdenas hasta el exconsejero del IFE Alfredo Figueroa, pasando por académicos como Denise Dreser y Sergio Aguayo o activistas como Ana Lucía Riojas y Alfredo Lecona.


    Curiosamente, Delfina Gómez y Morena en general —los principales agraviados en esos comicios— mantuvieron su reclamo en las instancias legales, sin manifestaciones públicas, marchas o plantones. El rijoso AMLO, recordado por la toma de Reforma tras las elecciones de 2006, optaba por los tribunales como única vía para denunciar el fraude y tratar de echar abajo la victoria del PRI.


    Los consejeros del INE se mantuvieron en sus cargos, explicando —a toro pasado— que muchas de las medidas que debieron tomarse para frenar la intervención gubernamental en el proceso correspondían al OPLE y no al INE.


    En julio el Consejo General también aprobó el dictamen de la UTF, en el que se detectó que los partidos ocultaron 228 millones de pesos que gastaron en sus campañas. Esto significaba que una cuarta parte del dinero ejercido en las elecciones de las cuatro entidades no fue reportado a la autoridad electoral. Tan sólo en el Estado de México la cifra no reportada llegaba a 171.1 millones de pesos. La panista Josefina Vázquez Mota ocultó 52.7 millones de pesos; el priista Del Mazo, 50.8 millones; el perredista Juan Zepeda, 47.4 millones, y la morenista Delfina Gómez, 8.4 millones.


    El informe revelaba la capacidad del INE para detectar esta falta, por la que los partidos se hicieron acreedores a multas por más de 670 millones de pesos. Pero también dejaba ver la incapacidad institucional para detener este flujo de dinero irregular, que provocaba sanciones pero no impedía el acceso al poder de quienes cometían las irregularidades.


    Un dato acentuaba la desconfianza de la oposición en las labores de fiscalización del INE: el hecho de que el titular de la UTF fuese Eduardo Gurza Curiel, un funcionario que había sido miembro del Consejo Directivo de Banobras en 2013, cuando el titular del banco era nada menos que Alfredo del Mazo. Cuatro meses después de estas elecciones, Gurza renunció al cargo en medio de críticas y descalificaciones.


    El 14 de septiembre de 2017, 72 horas antes de la toma de protesta del nuevo gobernador del Estado de México, la Sala Superior del TEPJF validó el triunfo de Del Mazo. A propuesta de la presidenta del TEPJF, Janine Otálora, los magistrados consideraron infundados los recursos de impugnación que presentaron Morena, el PAN, el PRD y el PT, y rechazaron declarar la nulidad de los comicios.


    La “operación Los Pinos” había dado resultado, pero a un alto costo, tanto para el gobierno de Peña Nieto y los contribuyentes como para las autoridades electorales.


    COAHUILA: EL PURGATORIO


    En paralelo al proceso mexiquense, en Coahuila se vivía otro infierno.


    El gobernador priista, Rubén Moreira, se aprestaba para dejar como sucesor a su exsecretario de Gobierno Miguel Riquelme Solís, un ingeniero de entonces 46 años que había sido diputado local (2006-2007), secretario de Desarrollo Regional de La laguna con el polémico Humberto Moreira (2008-2009), diputado federal (2009-2011) y que fungía como alcalde de Torreón cuando fue destapado como candidato del PRI a la gubernatura.


    Riquelme enfrentó en campaña al panista Guillermo Anaya, exsenador, exdiputado federal y candidato a la gubernatura en 2011, cuando Rubén Moreira le ganó por casi 300 mil votos de diferencia.


    En esta segunda elección, Guillermo Anaya capitalizó el desprestigio de los hermanos Moreira para crear una narrativa de campaña similar a la que usó el PAN en 2016: en contra de la corrupción, el nepotismo y los abusos de poder.


    La noche del 4 de junio el dirigente nacional panista, Ricardo Anaya, cantó victoria en aquella entidad, asegurando que los coahuilenses habían dado una lección a los Moreira.


    Y aunque los votos registrados en las actas darían una ventaja de casi tres puntos porcentuales al candidato priista, la noche del 4 de junio el PAN tuvo elementos para adjudicarse la victoria, generar un ambiente de incertidumbre en torno al resultado y llevar el proceso a tribunales, donde finalmente el PRI afianzó la gubernatura.


    A las tres de la mañana del lunes 5 de junio la presidenta del Instituto Electoral de Coahuila (IEC), Gabriela de León Farías, dio a conocer las tendencias del conteo rápido de las elecciones de gobernador, que colocaban al panista Guillermo Anaya en primer lugar, con un límite inferior de votación de 36.64% y un límite superior de 39.08%, y al priista Miguel Riquelme en segundo lugar, con un límite inferior de 34.74% y un límite superior de 37.34 por ciento.


    Es decir, había un cruce entre el primero y segundo lugar, por lo que la tendencia de ese ejercicio estadístico no podía considerarse definitiva.


    Ataviada con un saco color verde agua y un collar de perlas colgando de su cuello, la consejera presidenta abrió el sobre sellado del comité técnico del conteo rápido y leyó que el nivel de confianza del ejercicio era de 95%, y que Guillermo Anaya estaba a la cabeza en los comicios.


    Cautelosa, la funcionaria enfatizó: “La voluntad de las y los ciudadanos se decantó principalmente por dos opciones, de forma tan cerrada que el conteo rápido no permite desprender una tendencia clara a favor de uno de los dos contendientes más votados […] derivado de los resultados del conteo rápido que acabo de leer, nadie tiene elementos para declararse ganador. Sólo será el cómputo del cien por ciento de las actas de las casillas lo que determinará con claridad quién obtuvo más votos. Hago un llamado respetuoso a los actores a esperar los resultados oficiales”.


    Sin embargo, para ese momento los panistas ya festejaban en las calles de Torreón, Saltillo y otras ciudades coahuilenses, mientras que los priistas también se decían ganadores, a pesar de verse sacudidos por esas cifras.


    Para ese momento el PREP avanzaba lentamente y mostraba una elección cerrada. Con sólo 50% de las actas computadas, el candidato panista tenía 37.29% de los votos y el priista 37.22 por ciento.


    Fue hasta las cuatro de la tarde del lunes cuando el PREP mostró una cifra que terminaría pareciéndose más al resultado oficial: el priista Riquelme contaba con 38.3% de los votos y el panista Anaya con 36.8%. En ese momento el IEC detuvo el PREP y dio a conocer que se habían procesado ya las 3 mil 628 actas de la elección.


    Pero en realidad el PREP sólo mostraba el resultado de 2 mil 609 actas contabilizadas (equivalentes a 71.9%), pues en las demás había “inconsistencias” que impedían incluirlas en el programa.


    Gabriela de León trató de explicar esta anomalía argumentando que era una elección compleja, con siete candidatos en disputa, y con muchas probabilidades de que se cometieran errores en el llenado de las actas.


    Aunque en Nayarit, Veracruz y el Estado de México los PREP se detuvieron con más de 97% de avance, ella consideró “normal” que el de Coahuila se parara con menos de 72 por ciento.


    El martes 6 de junio miles de panistas marcharon para reclamar la limpieza de la elección, y un día después, cuando comenzaron los cómputos distritales, los panistas denunciaron que los paquetes habían sido violados, por lo que se retiraron de los cómputos asegurando que no estarían ahí para avalar un fraude.


    Anaya consiguió que los candidatos de otras fuerzas políticas se sumaran a su reclamo de limpieza electoral y, junto con Armando Guadiana, de Morena; José Ángel Pérez, del PT, y los independientes Javier Guerrero y Lucho Salinas, creó el Frente por la Dignidad de Coahuila.


    El OPLE de Coahuila declaró ganador a Riquelme el jueves 8 de junio, con un total de 482 mil 891 votos (38.19%), frente a 452 mil 31 votos de Guillermo Anaya (35.74%). Y aunque la consejera Gabriela de León aseguró que se había recontado 91% de los paquetes electorales, este proceso ya no fue validado por la oposición, que desde el principio anunció que llevaría el proceso al TEPJF.


    Pese a todo, el domingo 11 la consejera presidenta entregó al priista la constancia de mayoría.


    “Lo único que están buscando es limpiar esa elección, pero ya no hay manera de darle certeza. Los datos del cómputo no van a coincidir con el PREP ni con el conteo rápido, porque los paquetes fueron alterados”, advirtió en aquel momento el secretario general del Comité Ejecutivo Nacional del PAN, Damián Zepeda.


    El panista acusó al INE de hacer oídos sordos a la demanda de atraer el proceso completo, o al menos ciertas etapas, y lamentó que no se le impusiera al órgano local un PREP y un conteo rápido confiables, y consejeros que no estuviesen ligados al PRI y a la familia Moreira.


    “El INE fue demasiado laxo con los OPLE, cuando había claras evidencias de sus vínculos con los gobiernos priistas. Le pedimos al INE que asuma a plenitud sus facultades, intervenir con fuerza, con determinación. Es un llamado que hemos venido haciendo, no de ahora, durante todo el proceso. La democracia hoy en México está a prueba en Coahuila. Si se toleran estos abusos, el mensaje que se manda es que el voto no importa”, acusaba Zepeda en plena crisis poselectoral.


    El PAN, Morena y los candidatos independientes presentaron 42 impugnaciones a la elección de gobernador ante el Tribunal Electoral del estado de Coahuila, acusando diversas irregularidades, entre las que destacaba un gasto excesivo del candidato priista, quien habría rebasado el tope de gastos de campaña en más de 5%, con lo que procedería legalmente la anulación del proceso.


    Desde julio, cuando el INE dio a conocer el dictamen de la Comisión de Fiscalización sobre los gastos de las campañas en 2017, los consejeros advirtieron que en Coahuila tanto el PRI como el PAN habían rebasado el tope de gastos de campaña, que en esa entidad era de 19 millones 242 mil pesos —una cifra irrisoria si se compara con los más de 280 millones de pesos autorizados como tope de gastos en el Estado de México.


    Pero fue el 5 de octubre cuando el Consejo General determinó que el PRI sí había rebasado el tope, con un gasto de 2 millones de pesos por arriba de los 19 millones autorizados. Al ser un rebase de más de 10% del tope, esto abría la puerta a la anulación de los comicios.


    Sin embargo, el PRI impugnó la decisión del INE ante el TEPJF, que ordenó al instituto recalcular algunos conceptos de gasto, y el 20 de octubre el INE tuvo que acatar la resolución del tribunal y fijar una nueva cifra, en la que el rebase del PRI era de apenas 1.61 por ciento.


    El 25 de octubre el tribunal estatal desechó las impugnaciones y declaró ganador al priista —como lo preveía la oposición—, por lo que el PAN y el Frente por la Dignidad de Coahuila recurrieron al tribunal federal.


    El 30 de octubre el Consejo General del INE determinó nuevamente que el PRI sí había rebasado el tope de gastos de campaña, esta vez en 9.21%, al contabilizarle la producción y difusión de 84 videos subidos a Facebook no reportados originalmente por la campaña del candidato. Estos videos habrían costado un millón 461 mil pesos, según calculó la Comisión de Fiscalización del INE, por lo que la campaña de Riquelme habría ejercido, en total, 21.01 millones de pesos, es decir, 1.77 millones de pesos más de lo autorizado.


    Con esta resolución el INE volvía a abrir la puerta a la anulación, por lo que el PRI lo acusó de dejarse presionar por sus opositores y de querer “lavarse la cara” luego de las pifias ocurridas con el conteo rápido y el PREP.


    Los priistas, que incluso habían conseguido que en agosto el presidente Peña Nieto recibiera a Riquelme en Los Pinos (aún sin la calificación del proceso), recurrieron nuevamente al Tribunal Electoral, que en cuestión de días volvió a enmendarles la plana a los consejeros.


    En su sesión del 24 de noviembre seis de los siete integrantes de la Sala Superior (Janine Otálora, Mónica Soto, José Luis Vargas, Felipe Fuentes, Felipe de la Mata e Indalfer Infante) fueron desechando, una a una, las resoluciones del INE de las que se desprendían los montos con los que el PRI habría rebasado los topes de gastos de campaña.


    En total, los magistrados descontaron al priista gastos por un millón 802 mil pesos respecto a lo que había determinado el INE, por lo que la cifra final quedó incluso por debajo del tope 0.16 por ciento.


    Con la voz discordante del magistrado Reyes Rodríguez, la Sala Superior desechó acuerdos del Consejo General que tenían que ver con gastos no reportados en publicidad en Facebook y pago a representantes de casilla.


    Además, se consideraron infundadas las denuncias de la oposición por el reparto de tarjetas rosas, la parcialidad del OPLE de Coahuila y las irregularidades ocurridas durante la jornada electoral y el cómputo de votos.


    Al poner punto final a la elección, la presidenta del Tribunal, Janine Otálora, aseguró que no se aportaron elementos suficientes para acreditar dichas irregularidades. Y advirtió que sus sentencias no pueden obedecer a presiones de partidos, medios o redes sociales.


    “Obedecen a razones de derecho”, decretó la magistrada.


    Como ocurrió con otras resoluciones del INE que fueron corregidas durante 2017 por el Tribunal Electoral (como un intento que se hizo en septiembre para aprobar un acuerdo de “cancha pareja” que le amarrara las manos al gobierno federal en el tema de programas sociales), la sentencia de Coahuila dejaba maltrecho al árbitro electoral de cara a la gran cita de 2018.


    El PRI y Peña Nieto festejaban por haber mantenido en sus manos Coahuila y el Estado de México, aunque habían acusado recibo de los intentos del INE por acreditar el rebase de topes de gastos de campaña de su candidato.


    El PAN y el PRD lamentaban el mal precedente y acusaban tibieza del INE y captura de los OPLE.


    Y Morena acumulaba argumentos para descalificar al sistema electoral en general.


    A diferencia de lo ocurrido un año antes, en 2017 nadie aplaudió al INE, ni perdedores, ni ganadores.


    En ese agrio otoño, Lorenzo Córdova reunió a su equipo en la presidencia del Consejo General con un propósito muy claro: tomar nota de los errores cometidos y evitar repetirlos.


    A partir de entonces, el presidente del INE creó un “cuarto de paz” para dar seguimiento semanal al proceso electoral de 2018 que, en términos oficiales, había arrancado desde el primer día de octubre.


    La elección más grande de la historia estaba a la vuelta de la esquina.
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